PAGE  
10

León, Guanajuato, a catorce de octubre del año dos mil ocho. . . . . . . 

V i s t o s para resolver los autos del recurso de inconformidad, identificado con el número 140/2007-RI, promovido por el ciudadano Juan Francisco Muñoz García, en su carácter de Apoderado Legal de la persona moral denominada “Dos Mil Gas”, Sociedad Anónima de Capital Variable, y: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- El recurso de inconformidad fue interpuesto oportunamente dentro de los diez días hábiles siguientes a la fecha en que la parte recurrente manifiesta que tuvo conocimiento del acto impugnado, esto es, el veinticinco de abril del año dos mil siete, sin que de las constancias que integran la presente causa administrativa se demuestre lo contrario  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Los actos impugnados en el presente recurso se encuentran acreditados con el original del citatorio de fecha veinticuatro de abril de dos mil siete; la copia al carbón del acta de notificación del veinticinco de abril del dos mil siete; documentos aportados tanto por la empresa recurrente como por el Director de Protección Civil; y copia certificada de la resolución dictada, en el expediente administrativo número 0241/2007, el once de abril del mismo año, aportada por dicha autoridad; documentales públicas que merecen pleno valor probatorio conforme a lo dispuesto en los artículos 132 y 207, del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Guanajuato, aplicado supletoriamente al Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato. . . . . . . . . 
CUARTO.- La personalidad con la que comparece el ciudadano Juan Francisco Muñoz García, se encuentra debidamente acreditada con la Escritura Pública número 6,752 seis mil  setecientos cincuenta y dos, de fecha veintisiete de junio del año dos mil seis, otorgada ante la fe del Licenciado Miguel Mendoza Ontiveros, titular de la Notaria Pública número 99, en legal ejercicio en este Municipio; en la cual se desprende que el Contador Público Antonio Villanueva Plascencia, en su carácter de Apoderado Legal de “Dos Mil Gas”, Sociedad Anónima de Capital Variable, otorga a favor de Juan Francisco Muñoz García, poder general para pleitos y cobranzas, con todas las facultades generales y aún con las especiales que de acuerdo con la ley requieran poder o cláusula especial,  lo que se advierte de la cláusula Primera de la escritura pública ya descrita. . . . . . . . . . . . . . . 

Copia que certificada por el Licenciado Miguel Mendoza Ontiveros,  constituye un documento público conforme lo establece el artículo 132, del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Guanajuato, por lo que merece pleno valor probatorio, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 207, del citado Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria al Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato; aunado a que al no haber sido objetado en cuanto a su autenticidad, es suficiente para acreditar la personalidad con la que se comparece en el presente recurso. . . . . . . . 

QUINTO.- Por cuestión de orden público y de estudio preferente, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, se procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento, previstas en los artículos 49 y 50 del Reglamento de Justicia Administrativa  Municipal de León, Guanajuato. . . . . . 

En la especie, las autoridades demandadas señalan que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción V, del artículo 49, del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, en relación con la fracción III, del artículo 31, del citado Reglamento; señalando que no se afectan sus intereses jurídicos al no acreditarse la personalidad del apoderado para pleitos y cobranzas, ya que no cuenta con facultades, pues refiere que la persona que le otorgó el poder, tampoco tenía facultades para ello. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para este Juzgador resulta infundada la causal señalada, en razón de que la personalidad de las partes, cuando promueven a nombre de otra persona, debe acreditarse en los términos de la legislación civil, mediante escritura pública o carta poder, según se refiere en el artículo 44, segundo y cuarto párrafos, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, de aplicación supletoria al Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, en términos de su artículo 63, únicos requisitos que respecto de la personalidad señala la ley antes referida; por lo que en el presente caso se cumple lo señalado al presentarse la copia certificada notarialmente del poder para pleitos y cobranzas otorgado a favor del promovente del recurso, por lo que con ello se cumple con el precepto señalado y por ende la personalidad de quien comparece, aunado a que de la lectura integral de la Escritura Pública número seis mil setecientos cincuenta y dos,  se desprende que tanto el señor Gerardo Plascencia Reyes como el Contador Público Fernando Gutiérrez Lozano, pueden delegar las facultades que poseen por así constar en los incisos e) y f), del capitulo de personalidad del instrumento público antes mencionado, de ahí que no se actualice la causal de improcedencia invocada por las demandadas  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Resulta aplicable a este caso, el siguiente criterio emitido por el Magistrado de la Segunda Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, el cual textualmente señala: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

"PERSONALIDAD EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. DEBE ACREDITARSE EN TÉRMINOS DE LA LEGISLACIÓN CIVIL.- En términos de lo dispuesto por el artículo 44, segundo párrafo, de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado de Guanajuato, las partes deben acreditar su personalidad en el juicio respectivo cuando promueven en nombre de otra persona, mediante escritura pública o carta poder, ratificada ante Notario o ante las Salas del Tribunal, en los términos del cuarto párrafo del artículo de referencia; por ende, al no estar regulados dichos acuerdos de voluntad por la legislación en materia administrativa, la legalidad o ilegalidad del carácter con el cual se ostenta el promovente debe dirimirse en términos de lo dispuesto por la Legislación Civil en vigor en el Estado." (Expediente 7.73/05 Sentencia de fecha 27 de mayo de 2005. Actores: Gilberto Piña Cornejo, José Manuel Rivera García y Salvador Hernández Lara, quienes se ostentan como liquidadores de la “Sociedad para la vivienda y el desarrollo social de los trabajadores de La Carolina y Reforma”, S.C.) . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Asimismo, hacen valer las autoridades demandadas, las causales de improcedencia previstas en las fracciones III y IV, del artículo 49, del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato; al referir que el inconforme no agotó los medios legales necesarios para impugnar los actos previos a la resolución, por lo que al no hacerlo, consintió tanto tácita como expresamente los actos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Tampoco se actualizan dichas causales que se hacen valer  por la autoridad demandada, en razón de que los actos previos a la resolución emitida por el Director de Protección Civil, que refieren las autoridades demandadas, al ser parte de un procedimiento administrativo de inspección, no son actos definitivos, por lo que éstos pueden impugnarse una vez que se emita la resolución definitiva; razón por la que no puede haber consentimiento tácito, así como tampoco un consentimiento expreso, ya que no existe constancia alguna en la presente causa administrativa, de la que se desprenda que la parte actora manifestó su conformidad con los actos impugnados; de ahí que no se actualicen las causales de improcedencia que se señalaron. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


SEXTO.- No encontrando alguna causal en cuanto a los actos impugnados, que impida el estudio de fondo del presente asunto, se procede a analizar los agravios esgrimidos por la parte recurrente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De las documentales que obran en la presente causa administrativa se desprende primordialmente que el Director de Protección Civil, en fecha once de abril del año dos mil siete, dictó resolución a través de la cual impuso a la parte recurrente la sanción administrativa de multa por la cantidad de $7,140.00 (siete mil ciento cuarenta pesos 00/100 moneda nacional), por haber incurrido en incumplimiento a disposiciones establecidas en el  Reglamento del Sistema Municipal de Protección Civil de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La resolución anterior deriva de la orden de inspección número 0241/07, de fecha nueve de abril del año dos mil siete, y de la inspección que se practicó el mismo día, según consta en la citada acta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Una vez precisado lo anterior, en el primer agravio, señala la parte recurrente que se vulneran los artículos 14 y 16 constitucionales, ya que afirma que la resolución impugnada carece de la firma autógrafa del funcionario que la emitió. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Agravio que resulta notoriamente infundado e inatendible; en razón de que tal y como lo acredita la autoridad demandada al exhibir el original de la resolución impugnada junto con su escrito de contestación; la misma sí se encuentra firmada de puño y letra por el Director  de Protección Civil Municipal; de ahí que no resulte acertado lo que afirma el actor acerca de que no fue su voluntad emitir tal resolución, pues según se advierte tanto del original aportado por la autoridad, como de la copia simple de la resolución de fecha once de abril del año dos mil siete, aportada por la parte recurrente, que sí fue voluntad de dicha autoridad emitir la determinación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

En el segundo agravio, se plantea que se vulnera el artículo 4 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, así como el artículo 2 de la Constitución Política del Estado de Guanajuato, que disponen el principio de legalidad de que la autoridad sólo puede hacer lo que la ley le concede expresamente; lo anterior relacionado con que la resolución impugnada, emitida por el Director de Protección Civil Municipal, es omiso en fundar su competencia para emitir dicho acto, y que ninguno de los preceptos que cita la autoridad en su resolución, lo faculta para imponer una multa a la empresa recurrente. . . . . . . . . . . 

Agravio que resulta infundado, pues basta dar una lectura al Reglamento del Sistema Municipal de Protección Civil de León, Guanajuato, específicamente al artículo 31, en relación con el 122, para arribar a la conclusión de que el Director de Protección Civil, como Titular de la Unidad, sí cuenta con competencia y facultades expresas, para aplicar las sanciones que se contienen en el artículo 124, del mismo ordenamiento, como lo es la multa. . . . . . . . . . . . . . . . .
En efecto, el artículo 31, del Reglamento antes citado, señala que la Unidad se conformara con un Director y el personal operativo y administrativo que su presupuesto permita. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Asimismo, el artículo 122 citado, establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

         “ARTICULO 122.- La aplicación de las sanciones administrativas previstas en este Reglamento corresponde al Presidente Municipal, quien con fundamento en lo dispuesto en el artículo 70 fracción XVIII de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, delega expresamente dicha atribución en el titular de la Unidad.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Por su parte el artículo 124, señala:. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
         “ARTICULO 124.- La  Unidad podrá imponer a quienes infrinjan las disposiciones del presente Reglamento, las sanciones siguientes:

I. ...". . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

II. Multa equivalente al monto de 10 diez a 5000 cinco mil veces el salario mínimo general diario vigente en el Municipio al momento de la  infracción. Si el infractor fuere jornalero, obrero o trabajador, la multa no deberá exceder de un día de salario y tratándose de trabajadores no asalariados, el equivalente a un día de su ingreso;. .. 

III.  ...”  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Luego entonces, en base a los dispositivos legales antes mencionados, se puede colegir que al ser el Director, la autoridad de más alta jerarquía en la Unidad, es el Titular de la misma y, por ende, puede aplicar las sanciones que el propio Reglamento del Sistema Municipal de Protección Civil de León, Guanajuato establece, de ahí que el agravio en ese sentido se considere infundado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
En el tercer agravio, se señala en esencia que, no existe en el Reglamento del Sistema Municipal de Protección Civil de León, Guanajuato, la figura o cargo de inspector, por lo que no es una autoridad competente. Basa su apreciación en lo señalado en el artículo 9, del referido Reglamento, el cual refiere a las autoridades competentes y que en el mismo no menciona al cuerpo de inspectores. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Resulta infundado dicho planteamiento, pues si bien es cierto que en el artículo 9, del Reglamento señalado, no se hace referencia a los inspectores, también lo es que se desprende de las facultades del titular de la dependencia, contenidas en el mismo ordenamiento, que puede autorizar al personal a su cargo la realización de inspecciones. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Así, el artículo 31, del Reglamento del Sistema Municipal de Protección Civil de León, Guanajuato, señala (como ya se expresó en el análisis del segundo agravio), que la Unidad Municipal de Protección Civil, se conforma por un Director y por el personal administrativo y operativo que permita el presupuesto; asimismo, el artículo 103 dispone que la Unidad tiene atribuciones de verificación y vigilancia, y conforme al artículo 104, por conducto de su titular, puede ordenar visitas de inspección, y autorizar a algunas personas para realizarlas; por lo que concatenando tales preceptos, puede concluirse que no existe impedimento alguno para considerar que aquellas personas a las que autorice el titular de la unidad para realizar las señaladas diligencias se denominen “inspectores”, pues tal denominación se desprende de la función desempeñada que consiste en ejecutar y llevar a cabo las visitas de inspección que ordene el titular de la dependencia, conforme al ordenamiento de carácter municipal que lo autoriza para actuar en dicho sentido, así como para notificar, levantar actas, y dejar citatorios dentro del procedimiento administrativo de inspección. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Lo anterior se encuentra soportado con lo dispuesto en la Ley de Protección Civil para el Estado de Guanajuato y el Reglamento del Sistema Municipal de Protección Civil de León, Guanajuato, artículos 90, fracción I y 105, fracción III, respectivamente, al precisarse que en la orden se contendrá o señalará el nombre del verificador, para el caso de la Ley y, el nombre de la persona o personas facultadas para realizar la diligencia, en el caso del Reglamento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

De esta forma, no resulta fundado el agravio, pues se demuestra que existe personal facultado por el titular de la dependencia para llevar a cabo las funciones de inspección. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En el cuarto agravio, señala la parte recurrente que existe violación a lo regulado por el artículo 127, del Reglamento del Sistema Municipal de Protección Civil de León, Guanajuato y 96, de la Ley de Protección Civil para el Estado de Guanajuato, señalando que: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“La imposición de la multa por parte de la autoridad administrativa no configura un acto unilateral por parte de la misma, sino que por el contrario, como toda actuación autoritaria debe de encontrarse debidamente fundada y motivada. En el presente asunto, la autoridad emisora de los actos recurridos omite motivar debidamente los mismos, razón por la cual no se encuentra confeccionado conforme a derecho”, para concluir diciendo: “Como es de explorado derecho... la autoridad impositiva se encuentra obligada a exponer los razonamientos y circunstancias de hecho y de derecho que dan lugar a que el caso particular se sancione en los términos en que se hace. En la especie, debe indicarse, refiriéndose al caso especifico, el porqué se agrava el caso en los términos que se realiza y se aplica la multa que se me pretende imponer… a todas luces se advierte que en ningún momento la autoridad impositiva razona su arbitrio de imposición de multas, omitiendo exponer los argumentos fácticos y jurídicos que hacen que el presente asunto se agrave en perjuicio de mi representada”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Del análisis de la resolución de fecha once de abril del año dos mil siete, se  advierte que resulta fundado en razón de que el Director de Protección Civil, al imponer a “Dos Mil Gas”, Sociedad Anónima de Capital Variable, en la "Resolución que dicta sanciones y cumplimientos a la falta de medidas de seguridad” la sanción consistente en una multa por el equivalente a ciento cincuenta días de salario mínimo vigente en el Municipio, equivalente a la cantidad de $7,140.00 (siete mil ciento cuarenta pesos 00/100 moneda nacional), omite motivar la misma, es decir no expresa pormenorizadamente los motivos o razones que tuvo para fijar la cuantía de la multa, lo que conlleva necesariamente a determinar que ante la indebida motivación, conforme a lo establecido en la fracción II, del artículo 88, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, se declare la ilegalidad de la resolución que impone la sanción mencionada, atento a las siguientes consideraciones jurídicas : . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
El artículo 124, del Reglamento del Sistema Municipal de Protección Civil de León, Guanajuato, señala que se podrá imponer a quienes infrinjan dicho Reglamento, entre otras sanciones, multa equivalente al monto de diez a cinco mil veces el salario mínimo vigente en el Municipio al momento de cometer la infracción. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por otra parte el artículo 225, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, establece: “Para los efectos y aplicación de las sanciones, se atenderá a lo dispuesto por el reglamento relativo, a las circunstancias en que se cometió la infracción y a la situación económica y personal del infractor”. En congruencia con lo que dispone la Ley Orgánica Municipal ya señalada, el Reglamento del Sistema Municipal de Protección Civil de León, Guanajuato, en su artículo 127, dispone que para la imposición de sanciones, se tomará en cuenta la gravedad de la infracción, la reincidencia, la condición socioeconómica del infractor y los daños causados. . . . . 

De lo anterior se colige que, si bien es cierto la autoridad demandada, puede fijar, a su arbitrio, el monto de la multa que corresponda dentro de los parámetros señalados en el Reglamento Municipal referido, lo cierto es también que existe la obligación de razonar su arbitrio al individualizar las sanción de conformidad con la gravedad de la infracción, la capacidad económica del infractor, la reincidencia y los daños causados; pues la multa debe ser proporcional al daño que la infracción causa, por lo que para la correcta imposición de una sanción no basta la simple cita del precepto legal en que se funda, ya que debe determinarse la gravedad de la infracción y demás aspectos a tomar en cuenta, para ello es menester que la autoridad razone pormenorizadamente las peculiaridades del infractor y de los hechos motivo de la infracción especificando la forma y manera como influyen en su ánimo para detenerla en cierto punto, entre el mínimo y el máximo de la sanción, justificando así el ejercicio de su arbitrio para la fijación de las sanciones con base en la gravedad de la infracción. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Lo anterior significa que, en el cuerpo de la resolución en que se impuso la sanción, la autoridad demandada debió valorar la gravedad de la infracción cometida, determinando en forma precisa si los actos u omisiones en que incurrió el infractor fueron graves o no y el porqué de su consideración; ya que aunque se refiere a la gravedad de la infracción, es muy lacónica su redacción, pues no determina la gravedad de la infracción cometida; también era menester que hubiere verificado la condición socioeconómica del infractor, (la que afirma haber analizado, pero sin plasmarse en el contenido de la resolución) además de determinar si con la conducta desplegada se produjeron daños, y también lo referente a la reincidencia o no en que haya incurrido la empresa; sin embargo en el presente caso, la autoridad demandada en el considerando quinto de la resolución que se impugna, para determinar la sanción, sólo se limitó a señalar: “QUINTO.- Por lo antes ………, SI se infringieron los dispositivos legales antes invocados en los términos del Considerando Tercero de la presente por lo que trasgrede la normatividad ……………. y una vez que se ha realizado el correspondiente análisis de las condiciones del infractor, el desarrollo del evento y los factores de riesgo que se realizaron en el lugar mencionado esta dirección determina lo siguiente: A) Se hace acreedor a una sanción consistente en MULTA, derivada……………..y a efecto de adecuarla a los parámetros que señalados en la propia fracción II, se señalan 150 CIENTO CINCUENTA salarios mínimos generales diarios vigentes en el Municipio que es de $47.60 (CUARENTA Y SIETE PESOS 60/100 MONEDA NACIONAL) dando como resultado una cantidad de $ 7,140.00 (SIETE MIL CIENTO CUARENTA PESOS 00/100 MONEDA NACIONAL). Considerando la gravedad de la infracción debido a que no obstante la existencia de  requerimiento realizado mediante resoluciones de fechas... se ha omitido dar cumplimiento con la implementación de medidas de seguridad...". . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Así las cosas, la autoridad demandada es omisa en razonar pormenorizadamente las peculiaridades del infractor y de los hechos motivo de la infracción, especificando la forma y manera como influyen en su ánimo para detenerla en cierto punto, entre el mínimo y el máximo de la sanción, justificando así el ejercicio de su arbitrio para la fijación de la sanción con base en la gravedad de la infracción y demás características que se deben considerar para justificar el monto de la multa, por lo que la imposición de la sanción impugnada no está motivada al no observar la autoridad demandada lo establecido en el artículo 127, del Reglamento del Sistema Municipal de Protección Civil de León, Guanajuato, para su debida individualización. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Por último, en el quinto agravio, señala la parte actora que se vulneran los preceptos del Reglamento del Sistema Municipal de Protección Civil de León, Guanajuato, relativos al procedimiento de inspección, ya que afirma, que dicho procedimiento no se siguió y que por esa razón, la resolución que se combate carece de sustento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .


Es infundado el último agravio que hace valer la parte actora en la presente causa administrativa, ya que si estimaba que no se siguió el procedimiento administrativo establecido en el reglamento mencionado en el párrafo anterior, debía, mediante argumentos lógico-jurídicos, razonar y evidenciar su ilegalidad, en una manera concreta, señalando con precisión, en qué aspecto se incumplía con el debido procedimiento, sin que resulte suficiente una declaración genérica y abstracta de ilegalidad, precisamente porque no profundiza en sus alegatos, ni hace patente ante este Juzgador, que preceptos se vulneran en la resolución impugnada y en el procedimiento de inspección que le antecedió, es decir, que hay ausencia de conceptos de violación en el agravio en estudio, lo que se traduce en que no pueda analizarse la legalidad o ilegalidad del procedimiento; amén de que a pesar de que el actor niega lisa y llanamente que se hubieren emitido actos procedimentales tales como la orden de inspección y la propia acta de inspección, en la presente causa administrativa, el Director de Protección Civil demandado, mediante la exhibición de las copias certificadas del expediente número 0241/07, acredita la existencia tanto de la orden, como del acta. . . . . . . . 


Para lo antes expuesto, por analogía, sirve de sustento el criterio que sostiene la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la siguiente jurisprudencia:  

“CONCEPTOS DE VIOLACION EN EL AMPARO ANTE JUZGADOS DE DISTRITO. El artículo 116 de la Ley de Amparo, en su fracción V, establece que la demanda de amparo contendrá, entre otros, el concepto o conceptos de violación. De aquí que no basta señalar como violados los preceptos constitucionales si no se expresa por qué se violan dichos preceptos. Este requisito debe estimarse como uno de aquellos que son esenciales del juicio de garantías, en virtud de que es el concepto de violación en el que el promovente, mediante hechos, argumentos y razonamientos, establece las violaciones de garantías que le causan los actos reclamados. En consecuencia, la ausencia o falta de tales conceptos hace legalmente imposible que el Juez del conocimiento conceda o niegue el amparo que se solicita.” Sexta Época, Primera Parte: No. Registro: 819,849; Jurisprudencia; Materia(s): Común; Sexta Época; Instancia: Pleno: Fuente: Apéndice de 1988; Parte I; Tesis: 30; Página: 74. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Por lo anterior, al resultar fundado el cuarto agravio planteado por el actor, mismo que se hizo valer acerca de la indebida individualización de la sanción, vulnerándose con ello lo establecido en los artículos 225, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, ya antes transcrito; por lo que al ser el único agravio esgrimido por el recurrente que resulta fundado; con sustento en los artículos 213, fracción III de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; y, 48, fracción III del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, procede declarar la Nulidad de la misma para el determinado efecto de que el Director de Protección Civil, la deje insubsistente, y dicte una nueva resolución, en la que motive la imposición de la multa, en cuanto a las individualización de la sanción, en los términos precisados. 

Sirve de sustento a lo antes expresado el criterio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, contenido en la siguiente jurisprudencia:  . . . . . . . . . . . . . . . . 

“MULTAS. ARBITRIO DE LAS AUTORIDADES PARA IMPONERLAS ENTRE EL MINIMO Y EL MAXIMO PERMITIDO POR LA LEY. DEBE RAZONARSE. Las autoridades administrativas pueden cuantificar las multas que correspondan a infracciones cometidas y, al hacerlo, gozan de plena autonomía para fijar el monto que su amplio arbitrio estime justo dentro de los límites señalados en la ley; empero, al determinar la sanción, deben expresar pormenorizadamente los motivos que tengan para fijar la cuantía de multa, para lo cual hay que atender a las peculiaridades del caso y a los hechos generadores de la infracción, y especificar cómo influyeron en su ánimo para detener dicho arbitrio en cierto punto entre el mínimo y el máximo en que oscila la multa permitida en la ley.” SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. No. Registro: 231,989. Jurisprudencia Materia(s): Administrativa. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. I, Segunda Parte-2, Enero a Junio de 1988. Tesis: I. 2o. A. J/6. Página: 836. Genealogía: Gaceta número 7, Agosto de 1988, página 22. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Asimismo, por ser una consecuencia de la resolución declarada nula para determinado efecto, es de declararse también la Nulidad Total del citatorio de fecha veinticuatro de abril del dos mil siete y de la notificación practicada el veinticinco del mismo mes y año, por parte de la inspectora de nombre Jacqueline Rodríguez; ello de conformidad con lo dispuesto en los artículos 213, fracción II de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; y, 48, fracción II, del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato. . . . . . . . . 

Por lo expuesto, y con fundamento en lo dispuesto en los artículos 209 y 213, fracciones II y III, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; y 48, fracciones II y III, del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, es de resolverse y se resuelve: . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEGUNDO.- Procedió el recurso de inconformidad interpuesto. . . . . . . . 
TERCERO.- Se declara la Nulidad de la resolución impugnada, emitida por el Director de Protección Civil, en el procedimiento administrativo de inspección número 0241/07, para el determinado efecto de que dejándose insubsistente dicha determinación, se dicte una nueva en la que funde y motive adecuadamente lo relativo a la individualización de la sanción impuesta, por las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el considerando sexto de la presente resolución, debiendo informar a este Juzgado del cumplimiento dado al presente resolutivo en un término no mayor de diez días hábiles siguientes a la fecha en que cause ejecutoria esta resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
CUARTO.- En virtud de lo señalado en el resolutivo anterior, por ser una consecuencia de la resolución declarada nula para determinado efecto, se declara la Nulidad Total del citatorio de fecha veinticuatro de abril del dos mil siete y de la notificación practicada el veinticinco del mismo mes y año. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte recurrente personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . . 
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria, la Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

LA PRESENTE FOJA FORMA PARTE DE LA RESOLUCIÓN EMITIDA EN EL RECURSO DE INCONFORMIDAD NÚMERO 140/2007-RI, EN FECHA 14 CATORCE DE OCTUBRE DEL 2008 DOS MIL OCHO.- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -
